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Las pretensiones de nulidad y de nulidad y restablecimiento del derecho tienen por finalidad restablecer el orden jurídico que ha sido quebrantado por la administración al expedir actos administrativos que infringen normas de carácter superior. La pretensión de nulidad se dirige contra actos administrativos generales y busca restaurar el ordenamiento jurídico, en tanto que, la de nulidad y restablecimiento del derecho tiene además de esa finalidad la de restablecer un derecho subjetivo que resultó afectado por los actos de la administración. Conforme con el artículo 161 del CPACA la presentación de la demanda se debe someter al cumplimiento de unos requisitos previos.  El numeral 2º de este artículo se refiere a uno de ellos relativo al ejercicio y decisión de los recursos que de acuerdo con la ley fueren obligatorios. En el caso concreto, la demandante debía interponer el recurso de reconsideración contra la Resolución Nº 202412012000044 del 23 de abril de 2012, sin embargo argumento que no pudo formular dicho recurso porque la notificación de la citada resolución se surtió por conducta concluyente el 10 de agosto de 2012, fecha en la que le notificaron el proceso de cobro coactivo iniciado en su contra con fundamento en ese acto administrativo […] Pues bien, tal como afirma la demandante la presunta falta de notificación del acto sancionatorio demandado, la podía haber habilitado para acudir directamente a la jurisdicción, sin embargo, en este caso, no existe duda razonable que permita inferir que existe una verdadera controversia sobre el tema. En efecto, visto el expediente, se observa que la Resolución Sanción No. 202412012000044 del 23 de abril de 2012 se notificó mediante correo certificado enviado a la Calle 47 A 6 -27 de la Ciudad de Tunja, dirección registrada en el RUT (…) y a la que le fue enviado también el pliego de cargos a través de la empresa de mensajería Servientrega, el primero de octubre de 2011(…) Así, es claro que en este caso, como lo consideró el a quo, no se cumple con el requisito de procedibilidad del medio de control consistente en el agotamiento de los recursos propios de la actuación administrativa y, por ello es del caso confirmar el auto apelado que rechazó la demanda de la referencia. 
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La Sala decide el recurso de apelación interpuesto por la demandante contra la providencia del 21 de marzo de 2013, por medio de la cual el Tribunal Administrativo de Boyacá rechazó la demanda instaurada por María Lucy García Pacheco por falta de agotamiento de los recursos en la actuación administrativa. 

ANTECEDENTES

El 10 de diciembre de 2012, la señora María Lucy García Pacheco, en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, formuló demanda contra la Resolución Nº 202412012000044 del 23 de abril de 2012 por medio de la cual la DIAN le impuso la sanción establecida en el artículo 651 del Estatuto Tributario. 

Según el sello visible en el reverso del folio 47, la Resolución Sanción se notificó por correo y, quedó ejecutoriada el 27 de junio de 2012.

En el folio 56 obra copia de la guía de envío del correo de la empresa Servientrega, identificada con el Nº 1057635513, con fecha de 27 de abril de 2012, dirigido a “García Pacheco Clara María. CL 47A N. 6-27” y, en la que aparece en el campo de “Destinatario recibí a conformidad” la firma de Lina María González.  

El apoderado afirma que la Resolución Sanción no le fue notificada a la demandante y, que por ello no tuvo la oportunidad de interponer el recurso de reconsideración.  Aclaró que la demandante no conoce a la persona que firmó como destinataria de la comunicación y que esta no habita el inmueble ubicado en la dirección antes referida.

Adujo que se enteró de la existencia de la resolución sanción el 10 de agosto de 2012, fecha en la que fue notificada de un proceso de cobro coactivo que se abrió en su contra con fundamento en dicha resolución.

LA PROVIDENCIA IMPUGNADA

El Tribunal Administrativo de Boyacá rechazó la demanda por falta de agotamiento de los recursos en la actuación administrativa. 
Señaló que en virtud de lo establecido en el numeral 2º del artículo 161 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – CPACA, constituye un requisito previo para demandar el haber ejercido los recursos que fueren obligatorios de conformidad con la ley y, que estos hayan sido decididos.

Indicó que, en este caso, para agotar la vía administrativa la demandante debió interponer el recurso de reconsideración contra la resolución sanción, tal como lo establece el artículo 720 del Estatuto Tributario. 

En cuanto a la notificación de la resolución sanción, sostuvo que según lo establecido en el artículo 565 del Estatuto Tributario cuando la notificación se realiza por correo, deberá efectuarse mediante la entrega de una copia del acto correspondiente en la última dirección informada por el contribuyente en el Registro Único Tributario – RUT. 

En cuanto al agotamiento de la vía administrativa, adujo que en el momento en que la demandante conoció de la existencia de la resolución sanción se empezó a contar el término de caducidad del medio de control.  De tal forma que si la demandante se notificó por conducta concluyente el 10 de agosto de 2012, a partir de esta fecha empezó a correr el término de dos meses con el que contaba para interponer el recurso de reconsideración contra la resolución sanción y, alegar allí la indebida notificación. 

Concluyó que no era posible analizar la indebida notificación del acto administrativo acusado, toda vez que en sede administrativa ese tema no fue objeto de discusión y, al no interponer el recurso de reconsideración se incumplió  el requisito establecido en el numeral 2º del artículo 161 del CPACA, que a su vez es causal de rechazo de la demanda. 

EL RECURSO DE APELACIÓN

La parte demandante apeló la anterior decisión y solicitó que se admitiera la demanda
. 

Indicó que la DIAN “…otorgó firmeza y/o ejecutoria…” a la resolución sanción el 27 de junio de 2012, con lo cual dejó a la demandante sin la posibilidad de interponer el recurso de reconsideración y abrió la vía jurisdiccional. 

Insistió que fue hasta el 10 de agosto de 2012 cuando se enteró de la existencia de la sanción al ser notificada del proceso de cobro coactivo iniciado en su contra y que tenía como fundamento la resolución sanción. 

Reiteró que en este caso se presentó una indebida notificación que imposibilitó a la demandante ejercer los recursos ante la misma administración. 

Señaló que los hechos relativos a la indebida notificación son sustantivos o de fondo por lo que solo deberían ser resueltos en la sentencia al final del proceso contencioso administrativo.  Como sustento de esta afirmación citó la providencia del 25 de marzo de 2010 proferida por esta Corporación en el expediente                   Nº 17982.

CONSIDERACIONES

La Sala decide el recurso de apelación, interpuesto por la parte demandante, contra la providencia por medio de la cual el Tribunal Administrativo de Boyacá rechazó, por indebido agotamiento de los recursos en la vía administrativa, la demanda formulada en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho.    

La parte recurrente aduce que como consecuencia de la indebida notificación de la resolución sanción le fue imposible interponer el recurso de reconsideración para agotar la vía administrativa, que por ello acudió directamente a la jurisdicción para demandar la Resolución Nº 202412012000044 del 23 de abril de 2012, por medio de la cual la DIAN le impuso sanción por no enviar información y, que la discusión relativa a la indebida notificación de este acto administrativo debe resolverse en la sentencia de conformidad con la jurisprudencia del Consejo de Estado.
Antes de abordar el estudio de este asunto, es del caso precisar que los artículos 137 y 138 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA) consagran los medios de control de nulidad y de nulidad y restablecimiento del derecho.

Las pretensiones de nulidad y de nulidad y restablecimiento del derecho tienen por finalidad restablecer el orden jurídico que ha sido quebrantado por la administración al expedir actos administrativos que infringen normas de carácter superior.

La pretensión de nulidad se dirige contra actos administrativos generales y busca restaurar el ordenamiento jurídico, en tanto que, la de nulidad y restablecimiento del derecho tiene además de esa finalidad la de restablecer un derecho subjetivo que resultó afectado por los actos de la administración.   

Conforme con el artículo 161 del CPACA la presentación de la demanda se debe someter al cumplimiento de unos requisitos previos.  El numeral 2º de este artículo se refiere a uno de ellos relativo al ejercicio y decisión de los recursos que de acuerdo con la ley fueren obligatorios. 

En el caso concreto, la demandante debía interponer el recurso de reconsideración contra la Resolución Nº 202412012000044 del 23 de abril de 2012, sin embargo argumento que no pudo formular dicho recurso porque la notificación de la citada resolución se surtió por conducta concluyente el 10 de agosto de 2012, fecha en la que le notificaron el proceso de cobro coactivo iniciado en su contra con fundamento en ese acto administrativo.   

De otra parte, el Tribunal tuvo por notificada la resolución sanción por medio del correo enviado por la Administración el 27 de abril de 2012 y recibido en la dirección informada por la demandante en el Registro Único Tributario.

Pues bien, tal como afirma la demandante la presunta falta de notificación del acto sancionatorio demandado, la podía haber habilitado para acudir directamente a la jurisdicción, sin embargo, en este caso, no existe duda razonable que permita inferir que existe una verdadera controversia sobre el tema.

En efecto, visto el expediente, se observa que la Resolución Sanción                            No. 202412012000044 del 23 de abril de 2012 se notificó mediante correo certificado enviado a la Calle 47 A 6 -27 de la Ciudad de Tunja, dirección registrada en el RUT (folio 41 del expediente) y a la que le fue enviado también el pliego de cargos a través de la empresa de mensajería Servientrega, el primero de octubre de 2011(folio 64).
Así, es claro que en este caso, como lo consideró el a quo, no se cumple con el requisito de procedibilidad del medio de control consistente en el agotamiento de los recursos propios de la actuación administrativa y, por ello es del caso confirmar el auto apelado que rechazó la demanda de la referencia. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, 

RESUELVE

CONFÍRMASE la providencia apelada. 
Cópiese, notifíquese, y cúmplase. Devuélvase el expediente al Tribunal de origen.

JORGE OCTAVIO RAMÍREZ RAMÍREZ

Presidente de la Sección

HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS

MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA

                               CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRÍGUEZ
� Folios 114 a 119.





